
Posicionamiento sobre la “Proposición de Ley de medidas 
urgentes en materia de vivienda, suelo y urbanismo”, en materia de 
medio ambiente 

Introducción 

La denominada “Proposición de Ley de medidas urgentes en materia de vivienda, 
suelo y urbanismo”, impulsada por los Grupos Parlamentarios del Partido Socialista de 
Euskadi (PSE) y del Partido Nacionalista Vasco (PNV), persigue como objetivo declarado el 
incremento de la oferta de vivienda en la Comunidad Autónoma del País Vasco. No 
obstante, junto a la modificación de la normativa sectorial en materia de suelo y vivienda, la 
iniciativa legislativa introduce reformas en dos normas ambientales de primer orden: la Ley 
10/2021, de 9 de diciembre, de Administración Ambiental de Euskadi, y la Ley 4/2015, 
de 25 de junio, para la prevención y corrección de la contaminación del suelo. 

Estas reformas planteadas implican una reducción sustancial de las garantías 
ambientales, mediante la eliminación o debilitamiento de controles establecidos por la 
legislación autonómica y por la legislación básica estatal en materia de evaluación 
ambiental y protección del suelo. Se produce así un desajuste evidente con el marco 
normativo superior representado por la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación 
Ambiental, que establece que la evaluación ambiental es “indispensable para la protección 
del medio ambiente” y constituye un instrumento preventivo esencial para la incorporación 
de criterios de sostenibilidad en la planificación y en la autorización de proyectos. 

El impacto de esta Proposición de Ley resulta especialmente preocupante en el contexto 
actual, caracterizado por una progresiva debilitación de las estructuras administrativas con 
competencia ambiental, tanto en el ámbito autonómico como en el foral y municipal. La falta 
de medios técnicos y humanos en los órganos ambientales, unida a las dificultades de los 
ayuntamientos para ejercer sus competencias en esta materia —en muchos casos viéndose 
obligados a recurrir a la externalización de funciones reservadas a personal funcionario—, 
revela una carencia estructural de capacidad institucional para garantizar un adecuado 
control ambiental. 

Lejos de atender a esta problemática reforzando las capacidades institucionales, la iniciativa 
legislativa opta por una vía de simplificación normativa desproporcionada, reduciendo 
los plazos de control, introduciendo figuras de silencio administrativo positivo y permitiendo 
la tramitación de proyectos sin la previa declaración de calidad del suelo en ámbitos 
potencialmente contaminados. Esta orientación no solo contradice la legislación básica 
estatal, sino que también erosiona principios constitucionales de protección ambiental 
derivados del artículo 45 CE y del artículo 149.1.23 CE, que atribuye al Estado la 
competencia para establecer normas básicas de protección. 

En consecuencia, la tramitación de esta Proposición de Ley, además de carecer de consulta 
a los sectores sociales y ambientales afectados, supone un retroceso normativo en 
materia de garantías ambientales, con efectos negativos previsibles sobre el medio 
natural, los recursos naturales y la salud de las personas. 
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Posicionamiento sobre que los ayuntamientos de más de 7000 habitantes 
asuman la condición de órgano ambiental. 

La proposición de ley presentada por PNV y PSE-EE introduce una modificación 
profundamente regresiva en la legislación ambiental vasca, al permitir que los 
ayuntamientos de más de 7.000 habitantes puedan asumir la condición de órgano 
ambiental en los procedimientos de evaluación ambiental estratégica y de impacto 
ambiental de los planes y proyectos que desarrollen. 

Este cambio legislativo supone un ataque directo a la independencia y objetividad de la 
evaluación ambiental, vaciando de contenido la separación de funciones que exige la 
normativa estatal y europea en la materia. No se trata de un mero ajuste técnico, sino de 
una maniobra política orientada a debilitar las garantías ambientales en beneficio de 
intereses urbanísticos, especulativos o de macroproyectos energéticos. 

Los ayuntamientos carecen, en la inmensa mayoría de los casos, de los medios técnicos, 
económicos y humanos necesarios para ejercer con rigor y autonomía la compleja tarea de 
órgano ambiental. La realidad es clara: ni cuentan con personal funcionario especializado 
en evaluación ambiental ni con la infraestructura administrativa adecuada. Con esta 
reforma, se abre la puerta a que los informes ambientales vinculantes sean realizados por 
servicios externos, una práctica reiteradamente anulada por los tribunales, que insisten en 
que solo personal funcionario propio puede emitir informes de carácter preceptivo. 

El resultado previsible es que los mismos ayuntamientos que promueven un plan 
urbanístico, una recalificación de suelo o la instalación de una infraestructura energética, 
sean a la vez los responsables de validar sus impactos ambientales. Esto constituye una 
colisión evidente de intereses, que compromete la objetividad de las evaluaciones y pone 
en riesgo la protección del medio ambiente, la biodiversidad, la salud de las personas y la 
preservación del patrimonio cultural. 

Lejos de reforzar la protección ambiental, esta proposición de ley parece diseñada para 
allanar el camino a proyectos de fuerte impacto ambiental —ya sean promociones 
urbanísticas, parques eólicos mal planificados o infraestructuras— evitando el filtro de una 
evaluación independiente y rigurosa. Se pretende confundir descentralización con 
desprotección, delegando competencias sin garantizar la capacidad real para ejercerlas. 

La pregunta es evidente: ¿cómo se garantiza la “adecuada separación entre el órgano 
ambiental y el sustantivo” en un mismo ayuntamiento? ¿Quién fiscaliza que se cumpla esta 
separación y con qué procedimiento? La proposición de ley no da respuesta a estas 
cuestiones, demostrando que no busca reforzar las garantías ambientales, sino debilitarlas 
en favor de intereses económicos y de corto plazo. 

Para los grupos ecologistas, resulta inaceptable que, bajo la excusa de agilizar 
procedimientos, se desmantele el sistema de protección ambiental construido durante 



décadas. Lo que está en juego no es solo la calidad de nuestras ciudades y territorios, sino 
la salud de las personas, la lucha contra el cambio climático y el cumplimiento de los 
compromisos internacionales en materia de biodiversidad y sostenibilidad. 

​
​
 

​
​
 

Posicionamiento sobre el nuevo artículo 75 bis de la Ley 10/2021 

La incorporación del artículo 75 bis a la Ley 10/2021 no es un ajuste técnico, sino una 
auténtica alteración regresiva del régimen de evaluación ambiental estratégica, que 
debilita las garantías de protección ambiental en Euskadi. Bajo la apariencia de 
“sincronización” de trámites, lo que en realidad se está haciendo es adelantar la 
aprobación inicial de planes urbanísticos sin que exista todavía un pronunciamiento 
ambiental preceptivo y vinculante. 

Este mecanismo supone una inversión del principio de prevención que constituye la 
esencia de la legislación ambiental europea y estatal: evaluar primero, aprobar después. 
Con esta reforma, se abre la puerta a la validación política de planes urbanísticos o 
proyectos residenciales sin contar con una evaluación ambiental previa que valore sus 
efectos significativos sobre el territorio, la biodiversidad, la salud de las personas y el 
patrimonio cultural. 

Además, la reducción de plazos para las administraciones públicas y las personas 
interesadas, así como la posibilidad de continuar el procedimiento aun sin contar con sus 
pronunciamientos, atenta contra el derecho a la participación pública en materia ambiental 
reconocido en el Convenio de Aarhus y en la normativa básica estatal. Se debilita, así, el 
papel de las consultas y se margina la voz de las comunidades afectadas y de los 
organismos sectoriales competentes. 

La técnica legislativa utilizada es, además, de una enorme precariedad: no se trata de una 
mera adición, sino de la sustitución encubierta del artículo 75 ya existente, generando 
una evidente desincronización normativa y un conflicto con la Ley 21/2013 de Evaluación 
Ambiental. Conviene recordar que la normativa básica estatal tiene como finalidad 
garantizar un procedimiento común en todo el territorio y que las comunidades autónomas 
solo pueden establecer normas adicionales de protección, nunca rebajar las exigencias 
ambientales. Lo que plantean PNV y PSE-EE es, sencillamente, inconstitucional por 
contravenir el artículo 149.1.23 de la Constitución. 

Los motivos en que se fundamenta la legislación estatal son inequívocos: 

●​ Todo plan, ​ programa o proyecto con efectos significativos sobre el medio ​
ambiente debe ser objeto de una evaluación ambiental previa.​
 ​  



●​ La ausencia ​ de pronunciamiento ambiental conlleva la invalidez jurídica de los ​
actos de aprobación.​
 ​  

●​ Los informes ​ ambientales tienen carácter preceptivo y vinculante, y su emisión ​es 
condición necesaria para que el órgano sustantivo pueda ​ resolver.​
 

Esta proposición de ley choca de frente con estos principios, introduciendo un mecanismo 
de hecho equivalente a un “silencio positivo ambiental”, figura expresamente prohibida 
por la normativa comunitaria y nacional. Pretender que la falta de informes de otras 
administraciones o de la ciudadanía no detenga la tramitación es una forma de vaciar de 
contenido el derecho ambiental preventivo. 

En realidad, esta reforma no busca mejorar la eficiencia administrativa ni reforzar la 
protección ambiental, sino eliminar controles independientes para facilitar la ejecución 
de proyectos urbanísticos o residenciales con el mínimo debate y eludir la evaluación 
crítica de sus impactos. Es una medida de carácter político y no técnico, orientada a 
debilitar las garantías ambientales que protegen nuestro territorio y la salud colectiva. 

Desde los grupos ecologistas denunciamos que este nuevo artículo 75 bis es una 
herramienta diseñada para blindar intereses económicos y especulativos en detrimento 
del derecho constitucional al medio ambiente (art. 45 CE), que debe prevalecer sobre 
cualquier intento de atajo legal. 

Posicionamiento sobre la modificación del Anexo II.B de la Ley 10/2021 

La introducción de un nuevo apartado 4 en el Anexo II.B de la Ley 10/2021, que permitiría 
someter a evaluación ambiental simplificada las modificaciones puntuales, los planes de 
sectorización y el planeamiento de desarrollo de uso global residencial de un PGOU ya 
evaluado, constituye un ataque directo al sistema preventivo de protección ambiental. 

Este cambio legislativo supone una clara vulneración del marco normativo estatal y 
autonómico, que restringe el uso de la vía simplificada a casos muy específicos y limitados: 
planes municipales de reducida extensión, modificaciones menores y planes sin incidencia 
significativa sobre proyectos futuros. Extender este procedimiento a modificaciones de 
calado urbanístico o residencial equivale a rebajar de manera drástica las exigencias de 
control ambiental y, en la práctica, a abrir una vía de escape para proyectos de fuerte 
impacto territorial. 

La legislación básica estatal (Ley 21/2013, de Evaluación Ambiental) establece con claridad 
que el procedimiento simplificado solo es posible en supuestos acotados y excepcionales. 
La propuesta de PNV y PSE-EE desborda completamente estos límites, situando a Euskadi 
en incumplimiento de la legislación básica y, por tanto, en un escenario de 
inconstitucionalidad. Lejos de avanzar hacia un marco normativo más garantista, la 
reforma se traduce en un retroceso en la protección ambiental, exactamente lo contrario 
de lo que permite el artículo 149.1.23 CE. 

La consecuencia real de esta modificación es facilitar la tramitación de operaciones 
urbanísticas de gran impacto mediante un procedimiento pensado para actuaciones 
menores, lo que desnaturaliza la función de la evaluación ambiental simplificada y 



desactiva los filtros necesarios para valorar de forma rigurosa los efectos sobre la 
biodiversidad, el suelo, el agua, el paisaje y la salud de las personas. 

No se trata de una cuestión técnica, sino de una decisión política con una orientación 
evidente: rebajar las exigencias ambientales para favorecer proyectos urbanísticos y 
residenciales, garantizando que se aprueben sin la fiscalización independiente y profunda 
que requiere la evaluación ordinaria. Esta maniobra consolida un modelo de urbanismo 
basado en el atajo y la excepción, incompatible con los principios de sostenibilidad, 
planificación responsable y justicia ambiental. 

Para los grupos ecologistas, resulta inaceptable que se utilice la vía legislativa para forzar 
un encaje ilegal y regresivo en el marco jurídico, debilitando derechos colectivos y el 
propio principio constitucional del artículo 45 CE. Este tipo de modificaciones no son una 
mera simplificación administrativa: son una cesión explícita a los intereses del 
desarrollismo urbanístico, que coloca en segundo plano la protección de nuestro territorio 
y la salud de las generaciones presentes y futuras. 

​
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Posicionamiento sobre la modificación del artículo 31.4 de la Ley 4/2015 

La modificación que plantea la Proposición de Ley respecto al artículo 31.4 de la Ley 4/2015 
supone un riesgo directo para la salud pública y para la seguridad jurídica de los 
procesos urbanísticos. Al permitir que se aprueben proyectos de urbanización y se 
concedan licencias de obras sin que previamente exista una declaración de calidad del 
suelo en terrenos potencialmente contaminados, se está debilitando de manera deliberada 
uno de los principales instrumentos de protección ambiental de Euskadi. 

El cambio propuesto implica que se pueda iniciar la transformación urbanística de suelos 
que soportaron actividades contaminantes sin disponer aún de la información esencial 
sobre su estado ambiental. Esto priva a los ayuntamientos de la capacidad de 
condicionar, rechazar o adaptar los proyectos a las exigencias de recuperación que 
garanticen la seguridad de las personas que residirán en esas viviendas y de quienes 
transitarán por esos espacios. Se trata de una inversión del principio de precaución, que 
debe ser la base de cualquier actuación sobre suelos alterados o contaminados. 

Además, la reforma se sitúa en abierta contradicción con la propia Ley 4/2015, cuyo objetivo 
declarado es prevenir la contaminación de los suelos, proteger el medio ambiente y 
salvaguardar la salud humana. Permitir obras sin una declaración previa de calidad del 
suelo no solo vulnera la lógica de la ley, sino que puede constituir una infracción tipificada 
como muy grave en el artículo 55 de la misma norma. Estamos, por tanto, ante una 
modificación que desarma el marco jurídico en lugar de reforzarlo, generando 
inseguridad y posibles responsabilidades legales tanto para las administraciones como para 
los promotores. 

Desde un punto de vista político, esta reforma responde a una lógica puramente 
especulativa: acelerar la urbanización de suelos sin importar los riesgos ambientales 
ni la protección de la salud de las personas. Bajo la apariencia de agilización, lo que 
realmente se busca es abrir la puerta a la construcción en terrenos contaminados, con 



el consiguiente beneficio económico para los promotores y en detrimento de los derechos 
colectivos. 

Resulta especialmente grave que esta medida contradiga no solo el espíritu de la Ley de 
Suelos vasca, sino también los compromisos internacionales en materia de protección de la 
salud frente a contaminantes. En un contexto de emergencia climática y creciente 
preocupación social por la calidad ambiental de nuestros entornos urbanos, rebajar 
controles sobre suelos contaminados es un auténtico retroceso histórico. 

Desde los grupos ecologistas, debemos rechazar de plano esta modificación: el derecho de 
las personas a vivir en entornos seguros y libres de contaminación está por encima de los 
intereses de promotores inmobiliarios o de la falsa agilidad administrativa. Lo que está en 
juego no es un trámite burocrático, sino la protección de la vida, la salud y la integridad 
del medio ambiente en Euskadi. 

Posicionamiento sobre la nueva disposición adicional sexta de la Ley 4/2015 

La adición de una disposición adicional sexta a la Ley 4/2015 supone una 
desnaturalización del sistema de control ambiental en suelos con uso residencial 
protegido y abre la puerta a situaciones de enorme riesgo para la salud pública y la 
seguridad jurídica. 

El establecimiento de un plazo de dos meses con silencio administrativo positivo para 
la declaración de calidad del suelo implica que, si la Administración no se pronuncia, se 
considerará automáticamente que el suelo es apto para uso residencial. Este mecanismo es 
radicalmente contrario al espíritu y la letra de la legislación ambiental básica, que prohíbe 
expresamente que la falta de pronunciamiento equivalga a una autorización ambiental 
favorable. Convertir la ausencia de resolución en una autorización implícita es una forma de 
legalizar la inacción administrativa en beneficio de los intereses urbanísticos, 
sacrificando la salud de las personas que habitarán esas viviendas. 

Aún más grave resulta que la reforma elimine la necesidad de un acto expreso de 
aprobación de los estudios de alternativas, de los planes de recuperación o de excavación 
selectiva, sustituyéndolos por una mera declaración responsable. Esto equivale a dejar en 
manos de los propios promotores la verificación de actuaciones tan sensibles como la 
descontaminación de suelos, trasladando la carga de la seguridad ambiental desde la 
administración pública al mercado inmobiliario. 

La contradicción con el propio artículo 37 de la Ley es evidente: allí se fija un plazo máximo 
de tres meses y se establece la obligación de resolución expresa. La propuesta de PNV y 
PSE-EE no solo reduce arbitrariamente ese plazo, sino que introduce un silencio positivo 
y desactiva el deber de control expreso de la Administración. En otras palabras, se rompe la 
lógica de prevención que debe regir en la gestión de suelos contaminados, sustituyéndola 
por una lógica de desregulación encubierta. 

Las consecuencias prácticas de esta modificación serían demoledoras: 

●​ Posibilidad ​ de construir viviendas protegidas en terrenos contaminados sin ​
garantías reales de descontaminación.​
 ​  



●​ Eliminación ​ del control público sobre procesos de remediación ambiental, ​
dejando la verificación en manos de intereses privados.​
 ​  

●​ Riesgo ​ cierto para la salud de las personas residentes y para los ​
ecosistemas urbanos afectados.​
 ​  

●​ Vulneración ​ directa de la legislación básica estatal en materia ambiental, que ​
impide que el silencio pueda entenderse como una evaluación ​ favorable.​
 

Desde una perspectiva política, la medida revela con claridad los objetivos de la proposición 
de ley: allanar el camino a la promoción inmobiliaria, incluso sobre suelos 
contaminados, debilitando los controles ambientales y reduciendo el papel de la 
Administración a un mero espectador. En lugar de reforzar la protección de los colectivos 
más vulnerables —las personas que accederán a vivienda protegida—, se les expone a un 
riesgo añadido de habitar sobre suelos cuya calidad no ha sido garantizada. 

En definitiva, esta disposición adicional sexta representa una de las formas más graves de 
desmantelamiento del derecho ambiental preventivo: sustituye la garantía pública por la 
autorregulación privada, el control por la confianza ciega y la salud de las personas por la 
rentabilidad inmobiliaria. 

CONCLUSIÓN GENERAL 

La Proposición de Ley parte de una premisa errónea: considerar que la eliminación de 
controles ambientales en planes y proyectos urbanísticos sobre suelos potencialmente 
contaminados permitirá dar respuesta, sin costes añadidos, a la demanda actual de 
vivienda. 

Sin embargo, la experiencia acumulada en décadas de aplicación de la normativa ambiental 
demuestra lo contrario: la supresión de dichos controles, lejos de agilizar procesos de 
urbanización de manera segura, genera riesgos significativos para el medio natural, los 
recursos hídricos, la biodiversidad y, de forma especialmente grave, para la salud de las 
personas residentes en ámbitos edificados sobre suelos sin una previa evaluación y 
garantía de su aptitud de uso. 

Precisamente por los daños irreversibles que prácticas desreguladoras del pasado 
generaron, se consolidó en nuestro ordenamiento la evaluación ambiental como una 
herramienta imprescindible para asegurar la sostenibilidad del desarrollo económico. En 
coherencia con ello, la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, de 
carácter básico estatal, establece que “la evaluación ambiental resulta indispensable para la 
protección del medio ambiente, facilitando la incorporación de criterios de sostenibilidad en 
la toma de decisiones estratégicas, a través de la evaluación de los planes y programas”. 

La propuesta legislativa impulsada por PSE y PNV, en lugar de reforzar y dotar de medios a 
los órganos ambientales competentes de la Comunidad Autónoma del País Vasco, con el fin 
de compatibilizar la promoción de vivienda con la protección del medio ambiente y la salud 
pública, opta por debilitar los mecanismos de control. Con ello se incurre en una regresión 
normativa que contradice los objetivos esenciales de la Ley 4/2015 y supone un retorno a 
políticas desreguladoras propias de etapas de especulación inmobiliaria, con graves 
consecuencias potenciales para la calidad de vida de la población vasca. 
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